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Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma el amparo concedido 

Radicación Nro. :
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Accionante:
Yudy Lorena Taborda Rendón, agente oficiosa de Rodrigo García Loaiza
Accionado: 
NUEVA EPS
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
CAMBIO IPS – CONFIRMA IMPROCEDENCIA. “Refiere que como no estuvo conforme con el tratamiento que estaba brindando dicho galeno, decidió acudir a un médico especialista particular de esta ciudad, con el cual actualmente se siente a gusto; de acuerdo a tales afirmaciones, y con base en la respuesta allegada por la EPS accionada, en el sentido que desde hace un tiempo el señor Rodrigo García se ha negado a hacer uso de los servicios médicos que esa entidad le ha brindado, se entrevé que sus decisiones están motivadas por la autonomía de su voluntad, y que tal circunstancia no se traduce en una vulneración de sus derechos por parte de esa entidad, toda vez que fue él quien decidió acudir a un médico que se encuentra por fuera de la red de servicios de la EPS a la cual está adscrito, lo que más bien refleja un actuar caprichoso de su parte, al pretender que sea ésta quien se encargue de cubrir los elevados costos de un servicio que él eligió, especialmente porque éstos son prestados en una entidad de carácter particular, en una ciudad lejana a su domicilio ubicado en Riosucio, Caldas, y según dice su agente oficiosa, no tiene recursos para cubrir los gastos de transporte suyos y de su acompañante. 

Visto lo anterior, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado la Nueva EPS a los derechos fundamentales del señor Rodrigo García Loaiza, tampoco se ha demostrado su imposibilidad económica para cubrir este tipo de gastos, ni se vislumbra que actualmente se encuentre desprotegido por el sistema de salud, sino todo lo contrario, pues ha quedado claro que la Nueva EPS ha realizado todas las gestiones y ha promovido citas con el especialista, en la IPS con la cual tiene convenio, servicios a los cuales se ha negado múltiples veces el accionante; por ende, acceder a sus pretensiones podría patrocinar un detrimento patrimonial injustificado del sistema de seguridad social en salud, y bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



SALA DE DECISIÓN PENAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veintinueve (29) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 280
	Radicación:
	660013109002-2017-00012-01

	Accionante:   
	Yudy Lorena Taborda Rendón, agente oficiosa de Rodrigo García Loaiza 

	Accionado:
	Nueva EPS  

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO 
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora Yudy Lorena Taborda Rendón, agente oficiosa del señor RODRIGO GARCÍA LOAIZA, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el 17 de febrero del presente año, mediante el cual negó por improcedente la acción de tutela instaurada por ella, en contra de la NUEVA EPS. 
ANTECEDENTES:

Refiere la accionante que su tío Rodrigo, se encuentra vinculado a la Nueva EPS como cotizante bajo el régimen contributivo. Padece la patología de “parkinson” desde hace 5 años, momento a partir del cual empezó a sentir múltiples malestares derivados de dicha enfermedad, como temblores en el cuerpo, pérdida de la memoria, fatiga y somnolencia, y demás síntomas que poco a poco han deteriorado su calidad de vida. 
En vista de ello, asistió al médico general en Riosucio, Caldas, quien lo remitió a la especialidad de neurología en Manizales, a donde acudió aproximadamente a mitad del año 2016, sin embargo la atención ha sido “precaria” desde la primer cita, toda vez que no se emitió ningún diagnóstico, ni el médico profundizó sobre cuál podría ser su patología, ni realizó ningún tipo de examen, tampoco le formuló ningún medicamento.

Inconforme con la situación, su familia decidió buscar otras alternativas, por lo que en el mes de junio del año anterior, el señor Rodrigo empezó a asistir a citas particulares en Neurocentro, ubicado en la Clínica Los Rosales, debiendo pagar para cada una el valor de 130.000 pesos, los cuales no puede seguir asumiendo debido a sus condiciones económicas, ya que vive solo con su esposa, ambos son de la tercera edad, y sobreviven con media pensión y la eventual ayuda de sus hijos. 
Sumado a los costos de la consulta, debe cubrir los gastos de transporte suyo y de un acompañante, puesto que él no está en condiciones de venir sólo, y adicional a ello, los medicamentos recetados cuestan aproximadamente 200.000 por mes. 

En Neurocentro le han afirmado que tienen convenio con la Nueva EPS, por lo que es viable acceder a ese especialista. 
Con base en lo expuesto solicitó el amparo de los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de su agenciado, y en consecuencia de ello, se ordene a la accionada que brinde el tratamiento integral de su tío, directamente con el especialista de Neurocentro, Clínica Los Rosales, y le proporcione todo lo necesario para proteger y hacer más llevadera y digna su vida.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 7 de febrero del presente año y corrió traslado a la accionada en la forma indicada en la ley. Posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 17 de febrero negar el amparo constitucional reclamado, ante la inexistencia de vulneración por parte de la entidad accionada. 
IMPUGNACIÓN

Una vez notificada, la señora Yudy Lorena, agente oficiosa del señor Rodrigo, plasmó al lado de su firma que impugnaba la decisión tomada en primera instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste razón a la Juez A-quo al afirmar que por parte de la Nueva EPS no existió vulneración alguna a los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna del señor Rodrigo García Loaiza.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Concretamente lo indicado por la libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito, se ordene a la Nueva EPS que le brinde de forma integral al señor Rodrigo García Loaiza, la atención con él médico especialista que de forma particular presta sus servicios en el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero, Neurocentro; toda vez que ha sido allí el único lugar donde ha obtenido una mejora sintomatológica para la patología de parkinson que padece. 
De acuerdo a lo narrado por la señora Yudy Lorena, su tío se encuentra afiliado a la Nueva EPS, entidad que ante la remisión que hiciera el médico general a un especialista en neurología, realizó las gestiones pertinentes para autorizar y programar las citas con dicha especialidad, a las cuales empezó a asistir desde el año 2016. 
Refiere que como no estuvo conforme con el tratamiento que estaba brindando dicho galeno, decidió acudir a un médico especialista particular de esta ciudad, con el cual actualmente se siente a gusto; de acuerdo a tales afirmaciones, y con base en la respuesta allegada por la EPS accionada, en el sentido que desde hace un tiempo el señor Rodrigo García se ha negado a hacer uso de los servicios médicos que esa entidad le ha brindado, se entrevé que sus decisiones están motivadas por la autonomía de su voluntad, y que tal circunstancia no se traduce en una vulneración de sus derechos por parte de esa entidad, toda vez que fue él quien decidió acudir a un médico que se encuentra por fuera de la red de servicios de la EPS a la cual está adscrito, lo que más bien refleja un actuar caprichoso de su parte, al pretender que sea ésta quien se encargue de cubrir los elevados costos de un servicio que él eligió, especialmente porque éstos son prestados en una entidad de carácter particular, en una ciudad lejana a su domicilio ubicado en Riosucio, Caldas, y según dice su agente oficiosa, no tiene recursos para cubrir los gastos de transporte suyos y de su acompañante. 

Visto lo anterior, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado la Nueva EPS a los derechos fundamentales del señor Rodrigo García Loaiza, tampoco se ha demostrado su imposibilidad económica para cubrir este tipo de gastos, ni se vislumbra que actualmente se encuentre desprotegido por el sistema de salud, sino todo lo contrario, pues ha quedado claro que la Nueva EPS ha realizado todas las gestiones y ha promovido citas con el especialista, en la IPS con la cual tiene convenio, servicios a los cuales se ha negado múltiples veces el accionante; por ende, acceder a sus pretensiones podría patrocinar un detrimento patrimonial injustificado del sistema de seguridad social en salud, y bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional: 
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneratoria de los derechos fundamentales invocados por la accionante, que le sea atribuible a la Nueva EPS, por tanto la presente acción constitucional resulta improcedente, de acuerdo a todo lo explicado en precedencia. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, el 17 de febrero del presente año, dentro de la acción de tutela promovida por el señor RODRIGO GARCÍA LOAIZA, a través de agente oficiosa, de acuerdo a las razones explicadas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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